PROYECTO DE RESOLUCIÓN

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA 

RESUELVE

ARTICULO 1º: 

Solicitar al Ministerio de Gobierno, que incorpore la participación en las Juntas Barriales de Seguridad Comunitaria y en las Juntas Municipales o Comunales de Seguridad Comunitaria (Resolución 0037/2003) a los miembros de la Comisión de Derechos y Garantías de la Cámara de Diputados de la Provincia de  Sta. Fe.  

ARTICULO 2º: 

La Comisión de Derechos y Garantías de la Cámara de Diputados de la Provincia, acordará un programa de reuniones participativas de seguridad en los departamentos de la provincia y/o en las seccionales de las ciudades a los efectos de:  recibir información, profundizar el acercamiento de la comunidad promoviendo la participación ciudadana en la identificación de los problemas de seguridad; recepcionar inquietudes y elevar las recomendaciones o sugerencias relativas a la promoción, coordinación y actuación de las fuerzas de seguridad.

ARTICULO 3º: 

Las reuniones se llevarán a cabo en el marco de la convocatoria a las Juntas Barriales, Municipales o Comunales previstas por las resoluciones mencionadas y/o las que, la Comisión de Derechos y Garantías determine de acuerdo a las necesidades o realidad planteada.
FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

La problemática de la seguridad es de una gran complejidad que requiere un enfoque multidisciplinario, donde se debe promover la prevención del delito, los principios democráticos y la vinculación entre el Estado y la sociedad civil en la definición de políticas  públicas.  

Una política de seguridad eficiente, democrática y basada en los derechos ciudadanos debe explorar las capacidades institucionales y la consistencia entre los niveles de gobierno. Esto significa abandonar la idea de que los  liderazgos individuales en alguno de esos niveles, por sí mismos y por su propia autoridad, resolverán los problemas. Por el contrario, la situación exige detectar y fomentar las especificidades de cada nivel, como así también reconocer las inconsistencias.

La seguridad ciudadana involucra problemas básicos de la relación entre la sociedad y el Estado - y también entre los ciudadanos. La seguridad de los ciudadanos es en sí misma una cuestión que hace a sus garantías, y no un límite a éstas. Las garantías ciudadanas no remiten solamente a los derechos individuales, sino también a la dimensión social de la ciudadanía.

Una recomposición del imperio de la ley como primacía de los derechos ciudadanos requiere que se asuma la complejidad del problema de la violencia y la pluralidad de dimensiones del concepto de ciudadanía y de los mecanismos para su concreción efectiva.

En la respuesta a la cuestión del control de la violencia se pone en juego el tipo de contrato a constituirse entre la sociedad y el Estado. Esta respuesta no puede buscarse en un solo lugar, ni puede esperarse la emanación mágica de soluciones de una sola autoridad.

La sociedad debe demandar un pensamiento tan amplio sobre la seguridad ciudadana como la noción de derechos que ella elija. La política debe encontrar la capacidad de realizarlo.

El reclamo de la población por mayores y mejores servicios públicos del estado, especialmente en materia de seguridad, es un fenómeno creciente. La cuestión de la seguridad ciudadana emerge como materia de preocupación en la opinión pública.

Los estamentos públicos de los distintos poderes deben asumir públicamente la decisión de tomar injerencia  y participación en las cuestiones atinentes a la seguridad de los conciudadanos.

Si bien la responsabilidad formal por la gestión institucional es de las fuerzas de seguridad, los reclamos por las deficiencias en materia de prevención y seguridad deben formar parte de las iniciativas y  propuestas de todos los poderes de gobierno.

Se advierte que es necesario contribuir al desarrollo y ejecución de las actividades preventivas que debe desplegar la policía optimizando la utilización de recursos públicos con la colaboración de vecinos, instituciones y organizaciones comunitarias.

El Ministerio de gobierno de la provincia de Santa Fe, ha establecido pautas y normas para el funcionamiento de las Juntas Barriales y Comunales de seguridad comunitaria, a saber.

Resolución Nº 162 de fecha 14-06-96 del Ministerio de Gobierno de la Provincia de Santa Fe, promueve la formación de Juntas Comunales y Barriales de Seguridad Comunitaria en las comunas y en los barrios de las ciudades de la provincia.

Resolución Nº 63 de fecha de 14/05/02 del Ministerio de Gobierno de la provincia de Santa Fe, crea en la ciudad de Rosario el Consejo de Seguridad Ciudadana (invita a participar al Intendente de Rosario o a un representante y al Pte. del H.C.M. de Rosario)

Por resoluciones Nº 0034 de fecha 23/01/03 y Nº 0037del 04/02/03, se establecieron las pautas y normas de funcionamiento de las Juntas Barriales y Comunales de Seguridad Comunitaria.

Las referidas Juntas Comunales y Barriales, como así también los Consejos de Seguridad Ciudadana conformados en algunas ciudades de la Provincia, se han instituido como espacios propicios para articular acciones, intercambiar experiencias y coordinar tareas sociales que coadyuven en la prevención de ilícitos, faltas y contravenciones que afectan la seguridad de la comunidad.

La comisión de Derecho y Garantías de la Cámara de Diputados de  la Provincia de Santa Fe, es  competente para todos los temas vinculados “con los derechos y garantías” por lo que resulta necesario que dicha comisión tome injerencia y participación en las cuestiones atinentes a la seguridad, reciba las inquietudes, denuncias y propuestas de los ciudadanos para elevar las mismas  a  las autoridades que tengan jurisdicción formal en  la materia.

Por todo lo expuesto se solicita la aprobación del siguiente proyecto.

